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			PARTE I

			
INTRODUCCIÓN A LA POLÍTICA EXTERIOR ESPAÑOLA CONTEMPORÁNEA

		

	
		
			
			En el capítulo inicial de esta Primera Parte se lleva a cabo una aproximación a los diferentes elementos que definen la «política exterior española» en su contexto actual.

			Primero, se describen los objetivos y principios que guían el marco normativo sobre el que se sustentan los valores e intereses de las relaciones internacionales del país (1.1.). Mientras que los valores aparecen definidos tanto en la legislación española como en los Tratados comunitarios y en el Derecho Internacional (en particular, la Carta de Naciones Unidas), los intereses se ven afectados sobre todo por los desafíos a la seguridad y por la acción que se quiere llevar a cabo en el escenario internacional. Los desafíos pueden ser identificados en las respectivas Estrategias de Seguridad, de ámbito nacional y europeo (1.2.).

			La capacidad de un país para afrontar los riesgos a la seguridad y de actuar internacionalmente según unos fines depende primariamente de los recursos naturales, humanos, materiales y de la posición estratégica, y, en segundo lugar, de la capacidad de determinar el papel que se desea y se puede jugar en el escenario internacional, y de saber conjugar eficazmente los objetivos con los medios de acción (1.3.).

			Para entender las relaciones exteriores de España en una complejidad que es sobre todo fruto de los fenómenos de internacionalización y globalización, resulta clarificador asumir una distinción conceptual relevante, establecida por la legislación española, la que diferencia entre Política Exterior, dirigida por el Gobierno, y Acción Exterior, que comprende las acciones con repercusión exterior en la que intervienen otros órganos del Estado, o, a través de su participación en la diplomacia pública, los representantes de la sociedad civil (1.4.).

			Junto a la globalización de las relaciones exteriores, el proceso que más afecta a la dinámica actual de la política exterior española es la europeización. Es esta la transformación de mayor influencia que viene experimentando la política exterior de los países miembros de la Unión Europea, y se manifiesta en varias dimensiones (1.5.).

			Otra serie de cambios estructurales inciden desde hace décadas sobre la política exterior española. Estos son debidos en gran parte a la continuada ampliación de ámbitos de acción, de actores y de instrumentos (1.6.).

			El capítulo primero se cierra con un epígrafe en el que se realiza un sucinto apunte metodológico y didáctico. En él se resumen diferentes perspectivas teóricas para el análisis de la política exterior, resaltando cómo en última instancia toda política exterior es acción humana y, por tanto, se halla sometida a las condiciones imponderables de cualquier decisión (1.7.).

			En el segundo capítulo de esta Primera Parte se aborda la historia de la política exterior española desde 1898 hasta 1975. En tres epígrafes se realiza un breve recorrido por los principales hitos y las líneas que definen las relaciones exteriores de España durante este periodo, desde el «Desastre» de 1898 a la Primera Guerra Mundial (2.1.), pasando por los años que van desde 1914 hasta el inicio de la Guerra Civil en 1936 (2.2.), y, por último, la descripción de la política exterior española durante la Guerra Civil y bajo el franquismo (2.3.).

			El capítulo tercero se ocupa del comienzo de la política exterior española a partir de 1975, con la Transición democrática, así como de sus grandes líneas posteriores, con el objetivo de subrayar los principios que la han guiado y la transformación del marco de las relaciones internacionales de España llevada a cabo. Así, se analizan en respectivos epígrafes el cambio de una política de régimen autoritario al democrático (3.1.), las continuidades y discontinuidades en las líneas-fuerza que definen la política exterior española desde principios del siglo XX (3.2.), para dar luego paso a las sucesivas Presidencias del Gobierno y su impacto en el desarrollo de la política exterior desde 1975 (3.3.), deteniéndose, como un resumen de las cuestiones definitorias de la política exterior española, en las dos Estrategias de Política Exterior adoptadas (3.4.), planteando, por último, la cuestión de si la política exterior debe ser una política de Estado (3.5).

		

	
		
			CAPÍTULO 1

			
¿QUÉ ES LA POLÍTICA EXTERIOR ESPAÑOLA?

			
1.1. INTERESES Y VALORES

			La política exterior de un país es el conjunto de acciones que lleva a cabo su Gobierno en relación con los otros actores de las relaciones internacionales, con objeto de promover y defender los valores e intereses de dicho país en el exterior.

			Toda política exterior es el resultado de la confluencia de los intereses y valores que un Estado (y, de forma ejecutiva, en cada periodo, un Gobierno determinado) tenga como objetivo formular, proyectar y defender en la escena internacional. En España, se cuenta con un marco legal para la política exterior, que está establecido en sus líneas esenciales por la Constitución de 1978 y la Ley 2/2014 de la Acción y del Servicio Exterior del Estado (LASEE)1 En este sentido, el preámbulo de la LASEE y su título preliminar son una guía básica a la hora de determinar dichos objetivos y principios. En este marco legislativo se articulan como ejes definidores de las relaciones exteriores de la España actual la integración europea y el multilateralismo.

			En un mundo globalizado e interdependiente como el nuestro, la forma de conducir la política exterior de un Estado incide de manera directa e inmediata en la vida e intereses de sus ciudadanos. Además, el ambicioso proceso de integración supranacional que tiene lugar en la Unión Europea (UE), hace que la actuación doméstica e internacional de un país (sobre todo en la densa interrelación formada con los otros Estados miembros de la UE y con las instituciones europeas) se retroalimenten mutuamente.

			Como primer objetivo, la política exterior española persigue en su conjunto afirmar y promover los valores e intereses de España buscando fortalecer su presencia internacional y reforzar su imagen en el mundo. La presencia internacional está vinculada a muy diversos factores: la fuerza militar y estratégica, la influencia diplomática, la capacidad de proyectar valores y cultura, el compromiso con los principios del orden internacional, los instrumentos de «poder blando» (soft power), etc.

			El concepto de «imagen exterior» —la reputación de un país y las percepciones sobre el mismo— son elementos determinantes del poder blando cuya relevancia y contenidos han ido aumentando desde hace años. Un elemento central de la imagen exterior en nuestro mundo es la confianza en las relaciones económicas exteriores de un país, necesaria para generar credibilidad hacia el mismo, sus empresas y ciudadanos. La entrada de capitales extranjeros, unida a las exportaciones, la calidad del crédito soberano y la internacionalización de las compañías, junto a la contribución a la cooperación al desarrollo y la ayuda humanitaria, son factores que configuran la imagen exterior en sus dimensiones económica y humanitaria.

			Dentro de los objetivos prioritarios de la política exterior hay que considerar, así mismo, la asistencia y protección diplomática y consular a los ciudadanos españoles en el exterior.

			Como consecuencia del doble proceso de la europeización y la internacionalización (superación de fronteras y multilateralización) y globalización (mundialización, en el sentido de interrelación de lo local y lo global), la política exterior española afianza sus valores sobre los valores y objetivos de la comunidad internacional y de la comunidad más cohesionada formada por los países europeos. El marco jurídico y político de la UE y el de las organizaciones y organismos internacionales a los que España pertenece, entre ellos, en primer término, Naciones Unidas, junto al entorno normativo que suministra el Derecho Internacional, son la referencia de las relaciones exteriores de España.

			De manera que los objetivos que se derivan de los intereses y valores que definen la política exterior española surgen de tres fuentes normativas distintas: i) la Constitución de 1978 y la Ley 2/2014; ii) los Tratados Constitutivos de la Unión Europea (Tratado de la Unión Europea y Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea) y el Derecho derivado de la UE; iii) el Derecho Internacional y la Carta de Naciones Unidas, que son el marco en el que se desenvuelve la actuación internacional de cualquier Estado miembro de la comunidad internacional. Ello implica que la articulación armónica con la Política Exterior y de Seguridad Común de la UE (PESC), así como con el Servicio Europeo de Acción Exterior (SEAE), en el marco normativo de la legalidad internacional y de Naciones Unidas, constituyan el espacio en el que se desenvuelven las relaciones exteriores de España.

			La Constitución de 1978 supuso un cambio trascendental en la actuación exterior de España. Propició la incorporación en tres Organizaciones Internacionales esenciales de nuestro entorno, sucesivamente el Consejo de Europa, la Alianza Atlántica y la Unión Europea, fundamentando de esta manera las relaciones exteriores de España en el proceso de integración europea y en la relación trasatlántica. La Constitución abrió también el campo de la diplomacia de la cooperación al desarrollo, cumpliendo con fines propios tanto de Naciones Unidas como del Derecho Internacional.

			Sin ser una Constitución monista, nuestro texto fundamental muestra en su articulado una apreciable apertura hacia el Derecho Internacional.

			En primer lugar, la Constitución integra como su fundamento los principios sustentadores del orden internacional: el fomento de la paz, la seguridad y la justicia entre los pueblos, el respeto del Derecho Internacional, y el compromiso de una cooperación eficaz con todos los Estados. El arco de bóveda del sistema constitucional lo constituyen los elementos democráticos del orden internacional, esto es, la dignidad de la persona, los derechos humanos, la libertad, el Estado de Derecho y el respeto a la legalidad. El artículo 10.2 se constituye como una importante cláusula de apertura a los principios del Derecho Internacional, en la medida en que establece que las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades básicas que establece la Constitución serán interpretadas por los poderes del Estado (ejecutivo, legislativo y judicial) de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España. La LASEE concreta como vehículos de una «eficaz cooperación internacional» los principios del multilateralismo y la solidaridad con las otras naciones.

			La Constitución añade otro elemento específico, de honda raigambre histórica y cultural, que ha de guiar las relaciones internacionales de España. Se trata de las relaciones privilegiadas con la comunidad de los países iberoamericanos. Por su parte, la LASEE subraya la rica trayectoria histórica de la diplomacia española, las aportaciones al desarrollo del Derecho Internacional de la Escuela de Salamanca, y, de forma explícita en su preámbulo, añade, junto a la dimensión iberoamericana y atlántica de la política exterior española, sus vertientes europea y mediterránea. A una extensa historia diplomática derivada de las diplomacias de las Coronas de Castilla y Aragón, se le adiciona la «vocación universalista» de España.

			Por todo ello, a la hora de determinar cuáles son los intereses y los valores de las relaciones exteriores de España, deben de tenerse en cuenta, tanto los principios que en esta materia fija la Constitución, como los que establece la LASEE y los que rigen en la Unión Europea desde la reforma del Tratado de Lisboa de 2004. Y ello en el marco más general que establecen los principios de la legalidad internacional.

			En este sentido, como «principios y objetivos de la política exterior», el artículo 2 de la LASEE concretiza los intereses y valores suscritos en la Constitución y en su preámbulo, añadiendo los siguientes:

			— la promoción y consolidación de sistemas políticos basados en el Estado de Derecho y en el respeto a los derechos fundamentales y las libertades públicas;

			— la lucha contra la pobreza, la solidaridad con los países en vías de desarrollo y con el desarrollo económico y social de todos los Estados;

			— la defensa del medio ambiente y la protección de la biodiversidad, la lucha contra el cambio climático, y la preocupación por la seguridad alimentaria;

			— la eliminación de las armas de destrucción masiva y las armas químicas, y la asunción de un compromiso activo por un desarme progresivo a nivel mundial;

			— la construcción de una Europa más integrada y más legítima, que se constituya como un actor global de referencia;

			— el fortalecimiento de la Comunidad Iberoamericana de Naciones.

			En el capítulo de los principios, la LASEE señala también tres objetivos, de clara intencionalidad política. Son estos: 1) la necesidad de una conexión integrada entre la Política Exterior, que llevan a cabo el Gobierno como poder Ejecutivo, su Presidente y el ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación (MAEC), y la Acción Exterior, que realizan los órganos constitucionales del Estado, los otros departamentos ministeriales, las Comunidades Autónomas, y terceros actores; 2) la exigencia de coordinación entre la actuación del Gobierno Central y las Comunidades Autónomas; y 3) la apelación a un gran pacto de Estado, un pacto básico de la sociedad española, para poder efectuar la transformación a unas relaciones internacionales dominadas por los imperativos de la globalización.

			Se trata, en este último punto, del desiderátum de un acuerdo básico entre los partidos políticos, las Comunidades Autónomas (CCAA), las empresas y los sindicatos, el mundo de la cultura y la educación, y, en general, el conjunto de la sociedad española, para coadyuvar a transformar una realidad jurídico-política diseñada para la época en la que los Estados y las relaciones interestatales constituían el elemento casi exclusivo de la política exterior, a una nueva situación dominada por la porosidad de las fronteras y la interrelación e interpenetración en todos los órdenes.

			Si comparamos ahora los principios y valores que deben guiar las relaciones exteriores de España de acuerdo con la Constitución y la LASEE con los principios establecidos en el Tratado de la Unión Europea (TUE), veremos que las diferencias no son grandes. Tanto el ordenamiento español como el comunitario comparten los objetivos generales relacionados con los derechos humanos, el respeto del Derecho Internacional, la promoción de la democracia y del Estado de Derecho en el mundo, y la solidaridad internacional. Algunas diferencias resultan meramente de matiz, como subrayar «la universalidad e indivisibilidad de los derechos humanos y de las libertades fundamentales» (art. 21.1. TUE), o la «independencia e integridad de los Estados miembros» [art. 21.2.a) TUE]. También en el TUE se incluye un inciso sobre la prevención de conflictos [art. 21.2.c) TUE] y se vuelve a incidir sobre el objetivo del fomento de «la integración de todos los países en la economía mundial» [art. 21.2.d) TUE], con una referencia —deudora del origen de las Comunidades Europeas, pero plenamente actual— a «la supresión progresiva de los obstáculos al comercio internacional» [art. 21.2.e) TUE].

			Junto a estos puntos, el TUE subraya, en el mismo artículo 21, varios fines que se hallan menos explicitados en la normativa española:

			— el apoyo al desarrollo sostenible en los planos económico, social y medioambiental de los países en desarrollo, con el objetivo fundamental de erradicar la pobreza;

			— la mejora de la protección del medio ambiente y de la gestión adecuada de los recursos naturales mundiales, para lograr el desarrollo sostenible; y

			— la ayuda a las poblaciones, países y regiones que se enfrenten a catástrofes naturales o de origen humano.

			Así mismo, el TUE pone especial hincapié en una serie de obligaciones para los Estados miembros en su actuación exterior que constituyen también principios de la política exterior comunitaria, y, por ende, de la política exterior española:

			— la solidaridad política mutua entre los Estados miembros;

			— la consecución de una convergencia cada vez mayor de la actuación exterior de los Estados miembros a través de la PESC;

			— las obligaciones de lealtad, solidaridad mutua y de respeto de los Estados miembros en relación con la acción exterior de la Unión, incluyendo el deber de abstención de acciones contrarias a los intereses de la Unión o que puedan perjudicar su eficacia como fuerza cohesionada en las relaciones internacionales.

			El conjunto de todos estos principios y objetivos convertidos en guías conductoras a los tres niveles —el nacional, el comunitario y el internacional— confluyen en la formulación y ejecución de las relaciones exteriores de España y definen los intereses y valores de la política exterior española.

			
1.2. LOS DESAFÍOS A LA SEGURIDAD

			Los intereses que se persiguen con cualquier política exterior dependen en primer término de las necesidades de seguridad que tenga un determinado país. Y desde la perspectiva de los valores, podemos también decir que la seguridad es uno de los valores principales, sino el primario, que persigue toda política exterior.

			La seguridad del país en su conjunto (su integridad territorial, como prioridad) y la de sus ciudadanos (sus vidas y bienes) es así el objetivo implícito prioritario de cualquier política exterior, y el objetivo explícito de la política de seguridad y defensa. La política de seguridad y defensa aparece de esta manera fuertemente vinculada a la política exterior. Las relaciones exteriores de un país son más extensas y variadas que los intereses de la seguridad nacional, pero entre sus condicionantes básicos encontramos los desafíos a la seguridad del país.

			Aunque no resulte fácil realizar un elenco completo de los desafíos a la seguridad contemporánea de un país, se deben mencionar los siguientes:

			— las guerras y conflictos territoriales;

			— el terrorismo internacional;

			— la delincuencia y el crimen organizado;

			— la proliferación de armas nucleares y de destrucción masiva;

			— el espionaje y las injerencias desde el exterior;

			— los riesgos que generan los Estados fallidos;

			— las crisis y catástrofes naturales;

			— las vulnerabilidades en el espacio marítimo y aeroespacial;

			— las amenazas a la ciberseguridad.

			Existe un segundo catálogo de cuestiones, que no suponen desafíos directos a la seguridad, pero que son potenciales fuentes generadoras de conflictos y crisis:

			— las epidemias y pandemias;

			— el hambre y el subdesarrollo;

			— la escasez de recursos naturales;

			— la protección del medio ambiente y el cambio climático;

			— la inseguridad del abastecimiento energético;

			— las desigualdades y discriminaciones sociales, raciales, étnicas y de sexo;

			—las migraciones masivas y los flujos migratorios irregulares;

			—la dependencia en la fabricación de productos estratégicos;

			—las fragilidades en las cadenas de suministro global;

			—el aumento de las polarizaciones sociales en el interior de los países.

			A este doble listado habría que añadir los problemas suscitados por la deficiencia de instrumentos e instituciones de gobernanza global, y, en un sentido más amplio, los desafíos estructurales al orden internacional que conllevan la corrupción y la debilidad institucional, las carencias en la protección y garantía de los derechos, los desequilibrios económicos entre países, las crisis financieras, e incluso los factores culturales y de mentalidad, como los prejuicios raciales, religiosos, de clase, etc., que requieren en muchas ocasiones una estrategia de prevención de crisis y se hallan en el origen de no pocos de los conflictos que se consideran como intratables (intractable conflicts) o difícilmente solucionables2.

			Todos estos factores afectan indirectamente a la formulación y la ejecución de cualquier política exterior, y atañen en primera instancia a la política de seguridad nacional. Deben ser considerados como el telón de fondo de la actuación exterior, que, por definición, se basa en la preservación de un marco de acción propio, sin que pueda hablarse sin embargo de una «primacía de la seguridad nacional».

			La internacionalización y la globalización de las relaciones exteriores fuerzan a una redefinición de los intereses geoestratégicos, económicos, culturales y de la imagen como país, para lo que se hace necesario contrarrestar las amenazas y desafíos exteriores con los intereses y valores que, como país soberano con sus propios objetivos nacionales, se persigue proteger y promover.

			De esta manera, el interés nacional no puede ser soslayado como pauta de comportamiento en la política exterior, si bien se interrelaciona con el interés común europeo (supranacional), y con los intereses globales de la comunidad internacional (expresados, entre otros, a través de los fines de Naciones Unidas y la preservación de bienes comunes globales).

			El curso de los acontecimientos, con las graves crisis sucedidas en el periodo 2008-2023, desde la crisis financiera y económica de 2008-2015, la crisis pandémica del Covid-19 en 2019-2021, y la guerra de Rusia contra Ucrania en 2022-2023, muestra una vez más que no existen progresos irreversibles en el escenario internacional. En el terreno político, países que habían elegido el camino de la democracia liberal han pasado a asumir formas y proyectos autoritarios. En el sanitario, la propagación a escala planetaria del virus del Covid-19 reveló la fragilidad y carencias de los sistemas de salud, incluidos los más avanzados, ocasionando más de 100 millones de muertes en todo el mundo y paralizando durante meses la vida social y económica. En el militar, la guerra en Ucrania mostró que la paz en Europa no estaba garantizada y que la seguridad es, sin duda, un bien frágil que debe ser cultivado.

			Por otra parte, los fanatismos nacionalistas y las violencias étnicas, así como el ansia de expansión territorial, no cesan. Junto a líderes políticos reconvertidos en caudillos populistas en diversas regiones del mundo, la emergencia de tendencias autoritarias, capaces de desafiar las normas internacionales, se han convertido en amenazas inquietantes a la seguridad global. Además, se ha de resaltar que los riesgos y las amenazas no son estáticos, sino que actúan de manera dinámica, frecuentemente de forma interconectada, por lo que pueden potenciarse mutuamente.

			Los intereses nacionales de España frente a este conjunto de desafíos externos aparecen definidos en la Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de Seguridad Nacional3 y son objeto de precisión actualizada en las sucesivas Estrategias de Seguridad Nacional (ESN).

			En la ESN de 20214 (la cuarta hecha pública, desde la primera de 2011), la seguridad nacional se vincula con tres objetivos: 1) proteger vidas, derechos y libertades y el orden constitucional; 2) promover la prosperidad y el bienestar de los ciudadanos; y 3) fomentar la seguridad y la paz internacional.

			En un contexto definido como de transformación y de incertidumbre marcado particularmente en los momentos de su publicación por la pandemia del Covid-19, la ESN de 2021 señaló la necesidad de una visión de la seguridad nacional que actuara en favor de la recuperación económica, la cohesión social, la innovación tecnológica y la transición ecológica. En ella se identificaron como metas operativas prioritarias: 1) avanzar en la gestión de las crisis; 2) favorecer la aplicación de la dimensión de seguridad a las capacidades tecnológicas y los sectores estratégicos del país; y 3) desarrollar la capacidad de prevención, disuasión, detección y respuesta frente a las estrategias híbridas.

			Bajo el término «estrategias híbridas» se consideran los planes empleados por algunos Estados para perjudicar, desestabilizar o coaccionar a gobiernos y poblaciones de países rivales mediante una combinación de acciones de distinta índole, de tipo económico, diplomático, de comunicación y desinformación, en el ciberespacio, operaciones para-militares, etc., como vienen realizando determinados países, como Rusia, Corea del Norte, Irán, China, y otros.

			El uso de este tipo de estrategias por actores estatales y no-estatales, junto a una mayor competición geopolítica, un deterioro del multilateralismo y una mayor asertividad de las potencias regionales, fueron identificados en este documento como los factores más sobresalientes del contexto geopolítico contemporáneo.

			De acuerdo con la ESN de 2021, la capacidad de España para garantizar y promover la seguridad de sus ciudadanos se halla predefinida por sus vínculos europeos, mediterráneos, atlánticos e iberoamericanos y por sus relaciones con los países vecinos. Las actuaciones en favor de la seguridad nacional resultan de este modo fuertemente dependientes de continuar profundizando la colaboración con los socios de la Unión Europea, la OTAN y la ONU. Las operaciones para la preservación de la seguridad seguirán teniendo lugar por tanto previsiblemente fuera del territorio nacional. En particular, en aquellos países cuyas frágiles estructuras de Estado y problemas internos son susceptibles de proyectar inseguridad en dirección a España y Europa: Magreb, Sahel, Mediterráneo Oriental y fronteras orientales de la UE.

			Para fortalecer los objetivos de seguridad de un país que aspira a proteger la vida, los derechos y libertades, y la prosperidad y el bienestar de sus habitantes, así como el orden constitucional, que defiende sus intereses geoestratégicos a la par que persigue participar activamente en la preservación de la paz y seguridad internacionales, la ESN subraya, entre las diversas vías de mejora propuestas, las siguientes:

			— una mayor preparación y acción preventiva para responder con rapidez y eficacia a las crisis de seguridad internas e internacionales;

			— ampliar los medios tecnológicos para prevenir y combatir riesgos y amenazas, potenciando la investigación, el desarrollo y la innovación en sectores estratégicos;

			— desarrollar la industria de la seguridad y la defensa y la inteligencia artificial; y

			— aumentar las capacidades para actuar contra las estrategias híbridas.

			Como medidas concretas para la defensa del interés nacional se persiguen los siguientes avances operativos:

			— mejora de las capacidades militares asociadas a la disuasión y a la defensa;

			— reforzamiento de las capacidades de prevención en la lucha contraterrorista, especialmente en Internet y redes sociales;

			— creación de una «reserva estratégica» para garantizar el suministro de bienes y servicios estratégicos;

			— salvaguarda de la base industrial del país;

			— modernización del sistema de vigilancia nacional de salud pública;

			— elaboración de un plan integral de seguridad para Ceuta y Melilla;

			— desarrollo del modelo de gestión de crisis, con la implantación de un catálogo de recursos de la seguridad nacional, la preparación de planes de respuesta y de un sistema de alerta temprana basado en indicadores;

			— elaboración de una estrategia nacional de lucha contra la desinformación;

			— incremento de las capacidades de los servicios de inteligencia frente a ataques de servicios hostiles, en especial en el ciberespacio;

			— creación de la Agencia Espacial Española, con un componente dedicado a la seguridad nacional.

			Entendidos los fines y objetivos de la seguridad nacional como elementos subyacentes a la determinación de la política exterior española, estos deben completarse con la perspectiva europea e internacional. El contexto, en el seno de la UE, es el de un «multilateralismo reforzado», junto al deseo de un mayor protagonismo de los países europeos en el seno de la OTAN y de una mayor autonomía estratégica europea. Dentro de la UE cobran especial relevancia el desarrollo de la Política Común de Seguridad y Defensa (PECSD), así como del Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia, junto a la mejora de la seguridad sanitaria (con las nuevas iniciativas hacia una «Europa de la Salud»), el avance en la Unión de la Energía para hacer frente a las carencias de la seguridad energética europea, y un papel reforzado de la UE en la gestión de las crisis trasfronterizas y la inmigración5.

			El creciente deterioro de la estabilidad en el arco geopolítico que enmarca a Europa ha reforzado en los últimos años la percepción de las instituciones europeas sobre las debilidades de la seguridad europea e impulsado el debate sobre cuestiones que hasta hace pocos años permanecían fuera del centro de atención de la UE. Fruto de la mayor importancia otorgada a las cuestiones de seguridad fue la Estrategia Global de la UE de 2016, que actualizó la primera de ellas, de 2003.

			En líneas generales, los desafíos a la seguridad europea descritos en este documento coinciden básicamente con la ESN española, añadiendo como factores de riesgo la volatilidad en el crecimiento económico y la debilidad demográfica.

			Posteriormente, en julio de 2020, se aprobó la Estrategia de la UE para una Unión de la Seguridad6, más centrada en los aspectos internos da la seguridad, tales como la protección y la resiliencia de las infraestructuras críticas, sistemas de seguridad de redes y sistemas de información, la ciberdelincuencia, las investigaciones digitales, las amenazas híbridas, la lucha contra el terrorismo, la delincuencia organizada y contra el tráfico ilícito de emigrantes, así como el reforzamiento de Europol y Eurojust.

			El escenario de seguridad para Europa se hizo particularmente preocupante a raíz de la Presidencia en los Estados Unidos de Donald Trump (2017-2021), quien mostró un notable desdén hacia sus aliados europeos y manifestó su intención de no comprometerse con aquellos escenarios en los que no estuvieran en juego los intereses norteamericanos fundamentales. Ello situaba a la UE en la coyuntura de tener que dotarse de las herramientas necesarias para garantizar su propia seguridad y defensa ante aquellas amenazas que no fueran compartidas por los Estados Unidos.

			Este fue el origen de un cambio de orientación para poder contar de una mayor capacidad de acción estratégica y militar, lo que conlleva asumir que la UE se convierta en un actor en el terreno de la seguridad y la defensa, capaz de defender sus intereses dentro y fuera de su territorio. A esta concienciación responde el avance experimentado por la PSCD en los años recientes y supone un importante paso adelante en relación con el énfasis tradicional de la UE en los aspectos soft de la seguridad, como las misiones de paz, la ayuda humanitaria, la cooperación al desarrollo, el fomento del comercio global, y la defensa y promoción de los derechos humanos.

			Sin embargo, teniendo en cuenta que, al menos a corto plazo, las capacidades de defensa europea no estén en situación de garantizar la protección del continente frente a amenazas de alta intensidad provenientes de una gran potencia —y mucho menos en el ámbito nuclear—, la seguridad de Europa continúa inseparablemente vinculada al «paraguas de seguridad» que proporcionan los Estados Unidos a través de la OTAN. En este contexto, la guerra de Rusia contra Ucrania, iniciada en febrero de 2022, sirvió para poner de manifiesto, por un lado, hasta qué punto los países europeos se ven forzados a abandonar la ilusión de que un conflicto de tales dimensiones no puede llegar a ocurrir en las mismas fronteras de su espacio de seguridad, pero también visibilizó una sólida respuesta común de los países miembros de la UE y con los Estados Unidos en el seno de la OTAN, así como la voluntad de los socios comunitarios de avanzar en la PSCD.

			A la exigencia de conformar una cultura común de seguridad y defensa entre los Estados Miembros, y de establecer el marco para los siguientes desarrollos de la PSCD, respondió la elaboración de la Brújula Estratégica de la UE (BEUE)7 de marzo de 2022, siguiendo la iniciativa de los Estados miembros bajo la dirección del Alto Representante para la Política Exterior y de Seguridad Común, Josep Borrell.

			Este documento, cuya finalidad persigue reforzar la seguridad y la defensa de la UE hasta 2030, busca dotar a la UE de un plan de acción para aumentar su capacidad y su voluntad de actuar, reforzando su resiliencia frente a riesgos críticos, y potenciando su inversión de manera más eficiente y con mayores recursos en las capacidades de defensa. La BEUE prevé, sobre la base de un análisis actualizado de las amenazas y desafíos que pueden afectar a la UE, el desarrollo de un «compás estratégico» que concrete el nivel de ambición político definido en la Estrategia Global de la UE de 2016.

			La BEUE vino a subrayar —como la propia ESN española de 2021— los aspectos de gestión de crisis, el desarrollo de capacidades militares, las amenazas híbridas y en el ciberespacio, y la necesidad de profundizar en la cooperación OTAN-UE. A ello se añade la necesidad de dotar de un enfoque más estratégico a las asociaciones y partenariados con terceros países, y el interrogante abierto tras el Brexit en torno a un marco específico de cooperación en materia de seguridad y defensa con el Reino Unido.

			
1.3. RECURSOS Y POSICIÓN GEOESTRATÉGICA. DEFINICIÓN EXTERIOR

			Cada país dispone de una serie de capacidades que conforman la base de sus relaciones exteriores y su lugar en el mundo, constituidos en particular por sus recursos naturales, humanos (demografía, inmigración), recursos materiales y económicos, y su posición geoestratégica. A ello se añaden otros elementos de tipo inmaterial, como son la historia, la lengua y la cultura, así como la trayectoria diplomática.

			A pesar de los profundos cambios por los que ha atravesado en los últimos años la formulación y la gestión de la política exterior de cualquier país, la estatalidad, con toda su carga geopolítica, de influencia de la historia y de prevalencia de los factores vinculados a la seguridad, sigue ocupando un lugar preponderante en la determinación de la política exterior. Tanto la historia y la geografía del país, como su valor estratégico, continúan conformando un marco prescriptivo de la política exterior.

			Junto a las tradicionales limitaciones en recursos naturales, defensa, demografía y relativa productividad económica, sigue jugando, por tanto, un papel crucial la posición geoestratégica de España, situada en el extremo sudoeste de Europa en la confluencia del Mediterráneo y el Atlántico, a pocos kilómetros de la costa marroquí y del continente africano, y con las peculiaridades que ofrecen Gibraltar y las Islas Canarias8.

			Hoy, el potencial estratégico de España se sustenta en su pertenencia a la Alianza Atlántica y a la Unión Europea. Y a la inversa, la adhesión de nuestro país a la OTAN contribuyó a proporcionarle una profundidad estratégica y logística de la que carecía anteriormente en su flanco meridional.

			Desde el momento de su ingreso en la Alianza Atlántica, la principal preocupación española se centró, además de en la desaparición del control británico sobre Gibraltar (consumado en 1999, con la supresión del mando naval británico para Gibraltar-Mediterráneo), en el régimen del archipiélago canario y en una garantía de seguridad para Ceuta y Melilla. La solución finalmente alcanzada para Canarias supeditó a las Islas y a parte del mar adyacente al mando atlántico de Nápoles (el AFSOUTH), a través del Mando Subregional establecido en España. En relación con las dos Ciudades Autónomas, no puede, sin embargo, afirmarse que se haya alcanzado una solución plenamente satisfactoria, pues, a pesar de los intentos de los sucesivos Gobiernos, no se hallan plenamente protegidos por la cláusula de defensa del artículo 5 del Tratado OTAN.

			La posición geoestratégica de España posibilita que ocupe una responsabilidad destacada dentro de la UE en materias de inmigración, seguridad mediterránea, o la lucha contra el crimen organizado.

			El potencial estratégico español debe ser así mismo analizado a través de sus tres ejes principales: Iberoamérica, el Magreb y el Mediterráneo, y la zona del Estrecho.

			Desde su entrada en la CEE en 1986, España se convirtió en el punto principal de convergencia de la proyección de la UE hacia América Latina, confirmando y extendiendo su tradicional dimensión iberoamericana, que comprende relaciones políticas, diplomáticas, económicas y culturales de gran densidad. Aunque las relaciones de España con los diferentes Estados de la región se han visto influidas por circunstancias y estrategias cambiantes, el idioma y las raíces históricas comunes han resultado permanentes y sólidas, preservando una particular dimensión identitaria. La interdependencia entre España y Latinoamérica ha adquirido en las últimas décadas un mayor contenido económico, social y cultural que nunca antes desde las independencias de los países iberoamericanos. Las relaciones humanas se han visto reforzadas por la fuerte inmigración procedente de estos países hacia España, acompañada a su vez por una sensible inmigración española hacia naciones latinoamericanas que se desarrolló en particular con la crisis financiera de 2008.

			Aunque el intento de construir una Comunidad Iberoamericana de Naciones como foro propio de intercambio y cooperación presente déficits, a partir de la segunda mitad de la década de los noventa las relaciones España-América Latina dieron un giro sustancial gracias a tres factores: el aumento registrado por las inversiones directas de empresas y entidades financieras españolas en la región, el incremento de la cooperación al desarrollo, y el ya referido desarrollo de los flujos migratorios hacia España.

			Desde el punto de vista estratégico, revisten una importancia señalada, en segundo término, las relaciones bilaterales con Marruecos, siempre complejas desde la proclamación de la independencia de este país en 1956. Entre los acontecimientos más importantes que han marcado la relación bilateral pueden citarse los siguientes: i) la retrocesión de Tarfaya en 1958; ii) el conflicto y retrocesión de Ifni en 1969; iii) la Marcha Verde, instada por el Gobierno marroquí en 1975, y la subsiguiente salida de España del Sáhara Occidental en 1976, foco de conflicto permanente entre los dos países; iv) las continuadas tensiones provocadas por la pesca; v) la invasión del Islote de Perejil en julio de 2002; así como, y en primer término; vi) la recurrente reivindicación marroquí de Ceuta y Melilla.

			A esta larga trayectoria se suman dos cuestiones que se han ido desarrollando en los últimos años, la inmigración irregular procedente de Marruecos o que utiliza el país vecino como puente de acceso a Europa, y el terrorismo yihadista, particularmente visible tras los atentados de Casablanca en mayo de 2003 y Madrid en marzo de 2004.

			Estas sensibles cuestiones suponen también, sin embargo, una oportunidad de cooperación estratégica entre ambos lados del Estrecho. Y ello, tanto desde el punto de vista del intercambio de información y la coordinación mutua en la lucha contra el terrorismo internacional, como en la perspectiva del apoyo a los gobiernos de la zona para introducir las reformas institucionales, económicas y sociales necesarias con el fin de atacar de raíz aquellas situaciones, exigencia que se ha hecho especialmente patente con motivo de los sucesos de las «Primaveras árabes» de 2011.

			Lo que sucede en la orilla sur del Mediterráneo es de particular relevancia para España, por lo que la contribución a la estabilidad de la región es sin duda un objetivo estratégico principal. No en vano es en el Mediterráneo donde se inicia el arco de crisis que luego continúa en dirección al Este por el Cáucaso y Kurdistán, el Golfo Pérsico y Asia central, una línea de fractura geopolítica que ha tenido en los últimos años dos puntos focales en Afganistán y Pakistán, pero que llega hasta Sri Lanka, Indonesia y Filipinas.

			La cercanía del sur de la península ibérica al continente africano refuerza la función de las costas españolas como frontera exterior de la UE y como puerta de Europa. En paralelo, el desplazamiento hacia el sur de los intereses geoestratégicos norteamericanos, como consecuencia de la lucha contra el terrorismo internacional, ha alentado también a pensar en el Mediterráneo como un escenario de primer orden para nuevas formas de cooperación entre Estados Unidos y Europa, y, más específicamente, con España.

			Por último, el Estrecho sigue teniendo una relevancia de primera magnitud como una de las principales vías de transporte marítimo mundial y como eje geográfico en cuyo entorno se articula un área de alto valor logístico y estratégico. A ello responde que Estados Unidos se asegurara desde la Guerra Fría un conjunto de bases —las actuales bases de actuación conjunta de Rota (naval) y Morón (aérea)—, de especial significado en crisis como las del Golfo Pérsico (1990), Afganistán (2001) o Irak (2003). El área del Estrecho constituye en su conjunto el punto central del eje Baleares-Estrecho-Canarias, de máxima prioridad estratégica para España, factor clave de las relaciones con Marruecos, a lo que se suma la que es percibida desde el lado español como una irregular presencia británica en el Peñón de Gibraltar.

			Para completar el cuadro estratégico, habría que añadir que la crisis económica y financiera de 2009-2015 puso en cuestión algunos de los valores positivos de estabilidad y prosperidad que se habían asociados en las décadas anteriores con la imagen de España, reforzando la percepción de carencias en su desarrollo productivo, social y científico-tecnológico. Por su parte, la crisis del Covid-19 hizo visibles —como para el resto de los países europeos— carencias en la autonomía estratégica, en relación por ejemplo con suministros esenciales, recursos básicos, dependencia tecnológica, y la fragilidad de las cadenas de valor que se han establecido trasnacionalmente. Algo similar ocurrió posteriormente con la guerra de Ucrania de 2022, que mostró las importantes debilidades europeas en materia de defensa y seguridad energética.

			En conjunto, si bien en determinados ámbitos económicos y comerciales, como el turismo o la activa penetración de las empresas españolas en América Latina, España realiza una función estratégica que corresponde a una potencia de primer orden, por el total de su peso económico, demográfico y político se confirma como potencia de segundo nivel9, y, teniendo en cuenta sus capacidades institucionales como miembro de la UE, de la OTAN y promotor de la Comunidad Iberoamericana de Naciones, en cuanto potencia media-grande.

			
1.4. UNA DISTINCIÓN FUNDAMENTAL: LA «POLÍTICA EXTERIOR» Y LA «ACCIÓN EXTERIOR DEL ESTADO»

			La continuada expansión de los actores, los escenarios y los contenidos que conforman la política exterior ha llevado a que exista una cierta confusión sobre quién hace qué, cómo se entrelazan y coordinan las acciones de los diferentes órganos y entidades públicas con efectos para las relaciones exteriores de un país, así como sobre las diferentes responsabilidades de los agentes públicos y privados.

			Desde los años 1970, y como consecuencia del fenómeno de la internacionalización y la globalización, es cada vez mayor el número de agentes cuya acción tiene influencia exterior, y también son mucho más amplios los ámbitos —tanto de las Administraciones Públicas como de los actores privados— que tienen repercusión internacional para el conjunto del Estado, su imagen y proyección exterior.

			Esta evolución responde a desarrollos históricos de larga duración, al menos desde la maduración de los instrumentos de la diplomacia clásica y la progresiva democratización de la política exterior. La Revolución Francesa y las sucesivas revoluciones que tuvieron lugar en Europa en el siglo XIX comenzaron a poner en cuestión la estricta separación entre el ámbito interno y externo del Estado, que había caracterizado hasta ese momento al «derecho público europeo» (ius publicum europaeum)10. Esta separación entre las políticas domésticas de un Estado y sus relaciones respecto a terceros Estados se correspondía tradicionalmente con una, a su vez, rigurosa diferenciación, entre la guerra y la paz. Es signo de nuestro tiempo no solo una creciente «securitización» del conjunto de las políticas públicas, sino las ya mencionadas «guerras híbridas», en las que, junto a las operaciones militares, o sin que se produzcan las mismas, se utilizan otros operativos, como fuerzas para-militares, ciberataques, intervención en procesos políticos y electorales de otros países, acciones variadas de propaganda a través de los medios y las redes sociales, etc.

			Por otra parte, mientras que, en el periodo de la diplomacia clásica, los actores privilegiados eran los Estados, con la globalización han pasado a actuar otra serie de agentes, instituciones públicas y privadas muy variadas, a través de las que los propios ciudadanos juegan un papel cada vez más relevante en las relaciones exteriores de un Estado. Lo hacen a través de organizaciones empresariales y sindicales, de la internacionalización de la economía, el comercio y las finanzas, de asociaciones y foros profesionales, de las ONG, de las Universidades, del deporte, la cultura y la educación, en definitiva, del intercambio transnacional a todos los niveles.

			Tampoco la actuación exterior de un Estado en su conjunto se realiza hoy en día exclusivamente por los canales tradicionales de la diplomacia, el ministerio de Asuntos Exteriores y el Servicio Exterior del Estado. Nuestra Constitución de 1978 establece en su artículo 97 que es «el Gobierno quien dirige la política exterior». En la práctica, las directrices y la conducción de la política exterior son cada vez más —en consonancia con lo que sucede en los demás países— el dominio del Presidente del Gobierno, asesorado por el ministro de Asuntos Exteriores. Del ministro, como máximo responsable del MAEC, dependen los órganos de representación diplomática en el exterior —las Embajadas—, cuya función de coordinación de las acciones del Estado con proyección internacional es esencial.

			Nuestra Ley 2/2014, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado (LASEE), verdadero hito, tras varios borradores y esfuerzos en el pasado para dotar de un marco legal propio a la política exterior española tuvo, como uno de sus objetivos, introducir claridad conceptual en esta cuestión, con la distinción entre Política Exterior y Acción Exterior. Y así, en su artículo 1.2., define la Política Exterior como «el conjunto de decisiones y acciones del Gobierno en sus relaciones con otros actores de la escena internacional, con objeto de definir, promover, desarrollar y defender los valores e intereses de España en el exterior».

			Distinguiéndola de la Política Exterior, la LASEE pasa seguidamente a definir la Acción Exterior del Estado como «el conjunto ordenado de las actuaciones que los órganos constitucionales, las Administraciones públicas y los organismos, entidades e instituciones de ellas dependientes llevan a cabo en el exterior, en el ejercicio de sus respectivas competencias, desarrolladas de acuerdo con los principios establecidos en esta ley y con observancia y adecuación a las directrices, fines y objetivos establecidos por el Gobierno en el ejercicio de su competencia de dirección de la Política Exterior».

			De manera que, con esta diferenciación, la LASEE opta por un concepto más estricto y determinado de «política exterior», aplicándolo únicamente a los actos del Gobierno como órgano colegiado, su Presidente, y el ministerio de Asuntos Exteriores. Mientras que los demás órganos del Estado (órganos constitucionales del Estado central, Comunidades Autónomas, entidades locales, otros organismos públicos) en su actuación en las relaciones exteriores participan en la «Acción Exterior» del Estado11.

			De acuerdo con la LASEE, el Rey, como Jefe del Estado, es un sujeto de la Acción Exterior del Estado. Al Rey le competen una serie de funciones de representación exterior, de alto contenido histórico y simbólico (como en las relaciones con los países hispanoamericanos), siempre sometidas al refrendo ministerial (arts. 56.3 y 64 CE). El Rey no puede, por tanto, actuar como representante diplomático del Estado español (por ejemplo, en las tomas de posesión de los presidentes latinoamericanos) sin la autorización previa del Gobierno. Ello no obsta para que, en cuanto Jefe del Estado, asuma la más alta representación del Estado español en sus relaciones internacionales, acredite a los Embajadores extranjeros, pueda manifestar el consentimiento del Estado para obligarse internacionalmente por medio de tratados, y, con la autorización previa de las Cortes Generales, al ejercer el Mando Supremo de las Fuerzas Armadas sea quien realice la declaración formal de guerra y de paz (arts. 56 y 63 CE).

			De esta manera, es al Gobierno, y, sobre todo, al presidente del Gobierno, a quien compete la formulación y conducción de la Política Exterior. Al presidente le corresponde, según la LASEE (art. 6.2), dirigir la acción del Gobierno y coordinar las funciones de sus miembros, en todo lo que tenga que ver con las relaciones exteriores de España. En particular, es el presidente del Gobierno quien determina las directrices de Política Exterior y vela por su cumplimiento, y quien representa a España en todos los actos de celebración de tratados internacionales, pudiendo manifestar el consentimiento del Estado para obligarse (art. 6.3 LASEE).

			Al Gobierno como órgano colegiado le corresponde autorizar la firma y la aplicación provisional de los tratados internacionales, aprobar definitivamente la firma que se ha realizado «ad referendum» de un tratado o convenio internacional, remitir los tratados a las Cortes y acordar la manifestación del consentimiento de España para obligarse mediante un tratado internacional. Junto a estas funciones en relación con los tratados, el Gobierno aprueba también los documentos de planificación estratégica que la propia Ley formaliza, y, entre ellos, el más relevante, la Estrategia de Acción Exterior (arts. 6.1 y 6.2 LASEE).

			Al ministro de Asuntos Exteriores y Cooperación le corresponde, en el marco de la superior dirección del Gobierno y de su presidente, la planificación y ejecución de la Política Exterior del Estado y la coordinación del conjunto de la Acción Exterior y el Servicio Exterior del Estado. Forman parte de la «Acción Exterior del Estado» —y no strictu sensu, por tanto, siguiendo a la LASEE en su artículo 6.4— de la «Política Exterior», el conjunto de los actos e iniciativas con efectos en las relaciones exteriores de España que llevan a cabo los demás ministros, sus respectivos departamentos ministeriales, y los otros órganos y entes de la Administración civil y militar, así como las Comunidades Autónomas y los Ayuntamientos.

			Es decir, más allá del Gobierno y de su presidente, junto con el ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación y los diplomáticos españoles, como artífices operativos de la Política Exterior, los sujetos de la Acción Exterior del Estado son —además del Rey en cuanto Jefe del Estado— los órganos constitucionales (Cortes Generales, Fuerzas Armadas, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, Consejo General del Poder Judicial), la Administración Pública central, las Comunidades Autónomas y las Comunidades Locales, así como los demás organismos administrativos, instituciones y entidades (públicas, semipúblicas y privadas) que actúan y se proyectan en el exterior (art. 5 LASEE).

			Por poner algunos ejemplos concretos, las actividades que realiza la Oficina del Gobierno Vasco ante las instituciones europeas en Bruselas no pueden considerarse como «Política Exterior» del Estado, como tampoco forma parte de ese núcleo duro de las relaciones exteriores de España un acuerdo suscrito entre un ayuntamiento y otros ayuntamientos europeos, «hermanándose» entre ellos, como sucede con frecuencia.

			En cuanto a los ámbitos en los que se desenvuelve la Acción Exterior del Estado a través de los departamentos ministeriales y demás órganos, la LASEE especifica una amplia gama: la defensa, los derechos humanos, los tributos, la justicia, la seguridad pública y los asuntos de interior, la economía, el comercio, la acción financiera y de apoyo a la internacionalización de la economía española, la investigación, el desarrollo y la innovación, el empleo y la seguridad social, la emigración e inmigración, la cooperación para el desarrollo, la cultura, la educación, el deporte, el turismo, las cuestiones agrícolas, la alimentación y la pesca, el medio ambiente y el cambio climático, la salud, la energía, las infraestructuras, el transporte y la vivienda. En todas estas diferentes materias se entiende que las instituciones y entidades públicas actúan y se proyectan como partícipes de la Acción Exterior del Estado en su conjunto.

			De acuerdo con esta conceptualización, los principios inspiradores de la Acción Exterior del Estado y los objetivos que persiguen la Política Exterior son los mismos y la Acción Exterior debe conformarse a las directrices y coordinación de la Política Exterior. Y así, la LASEE, en su artículo 3, enfatiza como «principios rectores» —esto es, de cohesión— de la Acción Exterior los siguientes:

			a) Unidad de acción en el exterior.

			b) Lealtad institucional, coordinación y cooperación.

			c) Planificación.

			d) Eficiencia.

			e) Eficacia y especialización.

			f) Transparencia.

			g) Servicio al interés general.

			La LASEE establece otra importante definición, en relación con el nivel operativo de la Política Exterior y la Acción Exterior, al tratar del Servicio Exterior del Estado, del que forman parte «los órganos, las unidades administrativas y los medios humanos y materiales que, bajo la dirección y la coordinación del Gobierno, ejecutan y desarrollan la Política Exterior y la Acción Exterior, sin perjuicio de las competencias de los distintos departamentos ministeriales» (art. 41 LASEE). Se trata, por tanto, del conjunto de funcionarios y otras personas, no solo pertenecientes al ministerio de Asuntos Exteriores, sino también a los otros ministerios y órganos de la Administración del Estado, que realizan funciones en los ámbitos de la Acción Exterior del Estado, en primer término, en las Embajadas y las representaciones en el exterior. La columna vertebral de su organización, como veremos más adelante, es el principio de unidad de acción, concretado en la coordinación que compete al Embajador o Jefe de Misión diplomática (art. 44 LASEE).

			El conjunto de las relaciones exteriores de España queda por tanto sistematizado en tres categorías distintas: la Política Exterior en sentido estricto, que corresponde al Gobierno de la Nación, y en primer término, al presidente y al ministro de Asuntos Exteriores; la Acción Exterior del Estado, que se realiza a través de múltiples órganos y organismos y entidades públicas, entre otros, los ministros y sus respectivos departamentos ministeriales, así como los otros órganos constitucionales, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales; y el Servicio Exterior del Estado, que se corresponde con el nivel operativo de las Embajadas y las Representaciones diplomáticas en el exterior.

			Con esta triple clasificación, la LASEE persigue su principal objetivo, el de coordinar e integrar la actuación, frecuentemente dispersa, de los diferentes órganos y organismos. Una finalidad principal de la LASEE es conseguir una mayor unidad y coherencia interna, más allá de la suma individual de las acciones sectoriales, y también aumentar la planificación, eficiencia, especialización en su ejecución y sujeción a los intereses generales, de las relaciones internacionales de España. En esa tarea de coordinación se sitúa en el centro al Gobierno y al MAEC.

			¿Qué ocurre con las actuaciones que llevan a cabo otros actores, muy variados, de la sociedad civil, con repercusión en las relaciones internacionales? Además de influir en la configuración de las Estrategias Exteriores y participar eventualmente en su ejecución, pueden formar parte de las variadas fórmulas de participación público-privada de entidades y organismos que desarrollan lo que se denomina la «diplomacia pública», a través también de los nuevos «modos de diplomacia».

			De esta manera, los parámetros de la diplomacia clásica han sido ampliamente desbordados por nuevos actores, ámbitos de actuación y modos de conducir las relaciones exteriores, y lo que nos encontramos hoy es una gran variedad de modalidades de diplomacia: la diplomacia pública, la diplomacia económica y comercial, la diplomacia empresarial y sindical, la diplomacia cultural, de la educación y de la lengua, la diplomacia de la seguridad, la diplomacia de las ONG, la diplomacia del deporte, la diplomacia universitaria, la diplomacia científica y tecnológica, incluso la diplomacia de la gastronomía, etc.

			En su acepción más estricta, la diplomacia pública se articula en torno a iniciativas oficiales con participación de entidades o personalidades privadas, pero en un sentido más amplio cabe hablar del impacto en las relaciones internacionales de las actividades de asociaciones, organizaciones y empresas privadas. Así, por ejemplo, las ONG desarrollan frecuentemente acciones muy próximas a la diplomacia pública, o a lo que Naciones Unidas ha denominado la «diplomacia ciudadana»12. De forma que la muy intensa actividad, de significativo impacto en Organizaciones Internacionales y otros organismos y agencias internacionales, que llevan a cabo en primer término las ONG, pero también las organizaciones y asociaciones empresariales, sindicales y profesionales, y las Universidades (públicas o privadas), puede ser considerada como cauce de participación en las relaciones exteriores —en un sentido amplio y democratizador— de un país.

			En resumen, la distinción entre Política Exterior y Acción Exterior del Estado que introduce de forma novedosa la LASEE, constituye una distinción útil y crucial a la hora de comprender mejor cómo se llevan a cabo las relaciones internacionales en el contexto actual de los fenómenos de internacionalización y globalización. Desde el punto de vista conceptual, supone una innovación del sistema español de relaciones exteriores.

			
1.5. LA EUROPEIZACIÓN DE LA POLÍTICA EXTERIOR ESPAÑOLA

			Existe un consenso generalizado entre la literatura académica sobre la España contemporánea en el sentido de los tres procesos nucleares que han transformado al país y a su política exterior: la democratización de las instituciones y la sociedad, la modernización económica y social unida a la apertura al exterior, y la integración europea. Desde el ingreso de España en la entonces Comunidad Económica Europea (CEE) el 1 de enero de 1986 —y, en realidad, desde antes, por el efecto transformador de la aproximación a Europa— el fenómeno estructural que más ha afectado a la política exterior española ha sido la CEE, luego Unión Europea (UE). El posicionamiento de España como una potencia media con influencia regional (especialmente, en Europa y América Latina) y capacidad de actuación global, ha tenido en la «europeización» su anclaje y palanca de actuación.

			Desde el punto de vista de los Tratados comunitarios, el TUE ha previsto, en su artículo 24, el engranaje de la política exterior de los Estados miembros con la política exterior europea, al establecer que estos deben trabajar de acuerdo con los principios de la UE, con el fin de mostrar coherencia entre la política exterior desarrollada por las instituciones europeas y la suya propia. Y en el artículo 34 TUE, por lo que se refiere a la participación de los Estados miembros en Conferencias y Organizaciones Internacionales (incluyendo el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas), se formaliza la obligación de coordinar sus acciones con las posiciones de la UE, bajo la guía del Alto Representante.

			Se ha intentado definir la «europeización» como el proceso consistente en las dinámicas de construcción, difusión e institucionalización de reglas formales e informales, procedimientos, paradigmas de políticas, «formas de hacer las cosas», así como creencias y normas compartidas. Estas dinámicas son, primero, definidas y consolidadas en la elaboración de las políticas de la UE, y más tarde incorporadas en la lógica del discurso interno (nacional y subnacional), en las estructuras políticas y en la definición de las políticas públicas13.

			Pero, en realidad, las dimensiones del complejo proceso de la europeización son variadas, de largo alcance y de diferente gradación, operando en una doble dirección: transformando las políticas nacionales («europeización top-down» o vertical descendente) y contribuyendo a las políticas europeas («europeización bottom-up» o vertical ascendente).

			Existe una tercera dimensión, que es la construcción de una nueva identidad diplomática («europeización horizontal»). En este contexto se enmarcan la cooperación entre las diplomacias europeas y la generación de una conciencia diplomática colectiva en el contexto y en relación con la PESC14. La europeización horizontal explica la socialización de intereses e identidades entre Estados miembros en aquellos ámbitos relacionados con la política exterior. La PESC sirve como plataforma a partir de la cual los Estados interaccionan, cooperan y se influencian mutuamente de una forma voluntaria y no-jerárquica en sus diplomacias exteriores y en relación con el Servicio Europeo de Acción Exterior (SEAE).

			Como resultado de estos diversos niveles de interacción, la europeización ha transformado profundamente la política exterior española.

			Una vez superado el «síndrome del aislamiento» derivado del franquismo, la participación de España en la política europea desde los primeros años noventa estuvo determinada por la voluntad de convertir a España en una potencia media anclada en Europa y en un protagonista activo del devenir de la presencia y acción de la UE en el escenario internacional.

			La política exterior española en el espacio comunitario, esto es, la interacción de las relaciones exteriores de España con sus homólogos europeos en el seno de las instituciones comunitarias y en relación con dichas instituciones, constituye una política exterior sui generis, de naturaleza y carácter no conocidos anteriormente, al llevarse a cabo no en el ámbito doméstico, transnacional o interestatal, sino en un espacio supranacional, el «comunitario». Las políticas de la UE impregnan las políticas domésticas y afectan a la toma de decisiones desde una triple interacción: instituciones-Estados miembros, Estados miembros entre sí, y los Estados miembros en cuanto actores de la política comunitaria. Este entrecruzamiento de las políticas domésticas y las comunitarias tiene lugar en un marco jurídico específico, el del Derecho Comunitario y su aplicación, con unos objetivos de integración supranacional que desbordan cualquier consideración puramente estatal o de relaciones «internacionales».

			a) Europeización vertical descendente

			El análisis de la europeización vertical descendente («top-down») en política exterior supone en primer término preguntarse sobre la incidencia de las posiciones exteriores europeas en la formulación de las relaciones internacionales de España. El resultado es una progresiva mutación (tanto en políticas como en preferencias) derivada de los objetivos, contenido y formas de policy-making de la política exterior europea. Gracias a este proceso de convergencia —que no de homologación—, se puede otorgar una mayor relevancia a la agenda europea a la vez que se produce una relajación de los domaines réservés tradicionales de los Estados miembros, para ir sumándose a una definición compartida de las prioridades en política exterior15.

			Muchas de las materias que hasta hace poco se consideraban asuntos nacionales dependen hoy del engranaje existente entre las instituciones europeas y los Gobiernos y las Administraciones nacionales. Este «pooling» de soberanías se extiende a todas las áreas donde existe una competencia comunitaria: el comercio, la agricultura y la pesca, la regulación económica y jurídica, la política monetaria y la coordinación de las políticas económicas, el medioambiente, las cuestiones de Interior y de Justicia. Se extiende también a las áreas donde existe apoyo, coordinación, complemento, estímulo o supervisión por parte de las instituciones europeas. Los modos de gobernanza y de afectación por la UE de las políticas nacionales son muy variados16. En los últimos tiempos se derivan prioritariamente de la agenda comunitaria las dos transformaciones, digital y energética, la creación de la Europa de la Salud, los acuerdos comerciales de nueva generación, la innovación tecnológica, la defensa del Estado de Derecho, y, de forma cada vez más perentoria, el desarrollo de una genuina política exterior y de defensa europeas.

			En su conjunto, la política exterior española experimentó señaladamente los efectos de la entrada en vigor de los Tratados de Maastricht (1994) y Lisboa (1997), por los que se subrayaron los aspectos estratégicos de la UE, su intención de reafirmarse como actor global en la escena internacional, las modificaciones institucionales de la PESC, y la puesta en marcha de la diplomacia común europea (SEAE).

			Las innovaciones del Tratado de Maastricht y las reformas de Lisboa perseguían en su conjunto alcanzar una coherencia y coordinación en el seno de la PESC y con relación a las políticas exteriores nacionales a través de la figura del Alto Representante y la constitución del SEAE. El Tratado de Lisboa, en particular, reforzó el objetivo de construir una política exterior común y de seguridad y de defensa (PESC y PCSD), para las que la creación y desarrollo (a partir de 2010) del SEAE debía contribuir eficazmente17.

			En este contexto, dos ejemplos concretos de los efectos de la europeización vertical descendente para el caso español son el establecimiento de relaciones diplomáticas con Israel en enero de 1986, como unas de las primeras decisiones tras el ingreso de España en la CEE, y la alineación de la cultura española de seguridad con los principios y valores expuestos en los principales documentos estratégicos de la UE.

			b) Europeización vertical ascendente

			La europeización desde abajo (bottom-up) o vertical ascendente plantea cuestiones referidas a si España facilita o dificulta la formación de las políticas europeas, cómo contribuye a ellas, y, en lo que se refiere específicamente a la política exterior, en qué medida transfiere sus problemas e intereses diplomáticos hacia la agenda europea, logrando una «mutualización» de los mismos. Es decir, analiza la proyección de las preferencias en política exterior de los Estados miembros al nivel de la UE y en qué medida las prioridades e intereses de las políticas exteriores nacionales pasan a ser asumidas como prioridades por la entidad supranacional. Con ello, los Estados miembros consiguen aumentar su influencia internacional y reducir los costes de desarrollar una política exterior autónoma, a la vez que refuerzan a la UE como actor global y se refuerzan a sí mismos como actores en el escenario internacional.

			El ejemplo más paradigmático de la europeización «desde abajo» de la política exterior española es la exportación a la UE de sus intereses y preferencia en relación con América Latina, y, en gran parte también (junto con Francia e Italia), de su interés en el Mediterráneo. Entre ellos, el más relevante es el esfuerzo español por trasladar la relación con Marruecos, que afecta a intereses económicos (pesca), de seguridad (terrorismo e inmigración), y territoriales (enclaves españoles en la costa norteafricana), al nivel europeo, con el objetivo de diluirlos en una aproximación regionalizadora, esto es, con un enfoque más amplio y que utilice las ventajas de la negociación colectiva.

			En perspectiva temporal, en cuanto proyección de los intereses nacionales españoles hacia la agenda de la UE y como una forma de incrementar la influencia del país a nivel internacional, España se ha presentado en el espacio supranacional comunitario como: i) creador de normas (ciudadanía europea, lucha contra el terrorismo y desarrollo de la cooperación en materias de justicia e interior); ii) inspirador principal de nuevos instrumentos comunitarios (reforma de los fondos regionales y fondos de cohesión); iii) líder en el Mediterráneo, con la puesta en marcha del «Proceso de Barcelona», y, en relación con América Latina, creando una política comunitaria hacia la región; y iv) proponiendo determinados objetivos políticos (Agenda de Lisboa). En términos generales, en cuestiones potencialmente divisorias, como el conflicto palestino-israelí, o la posición hacia China, España ha desarrollado habitualmente un perfil pragmático, sumándose a, o reforzando, la posición mayoritaria, aunque en ocasiones ha mantenido actitudes más unilaterales18.

			c) Europeización horizontal

			Por lo que se refiere a la tercera dimensión apuntada, la europeización «horizontal», que incide en la creación de una comunidad diplomática europea, la cuestión es en qué medida afectan las dinámicas de consulta y los procesos institucionales europeos a la identidad diplomática española. La socialización se produce cuando los Estados miembros comparten información, cumplen con unos procedimientos comunes y se genera un creciente reflejo de coordinación. Un aspecto importante de este proceso es analizar cómo las élites y los representantes nacionales en Bruselas han ido progresivamente pensando más en términos europeos que en intereses estrictamente nacionales. Otro aspecto relevante es la transformación administrativa que la entrada en la UE llevó consigo, en particular, en el ministerio de Asuntos Exteriores, aunque no exclusivamente.

			España fue, desde la primera época tras la adhesión, altamente receptiva a europeizar sus instrumentos de política exterior. La búsqueda de la identificación con la acción exterior europea se mantuvo de forma viva en el ministerio de Asuntos Exteriores tras la primera generación de diplomáticos españoles cuya experiencia profesional se basó en las negociaciones para la adhesión, algunos de los cuales formaron parte posteriormente de las instituciones europeas o del SEAE. De manera que, a mediados de los años 1990, cuando se comenzó a desarrollar la PESC tras el Tratado de Maastricht, España contaba con una comunidad diplomática dispuesta a incorporar las prácticas generadas y adaptarse a los requisitos europeos.

			Ello exigió una reorganización burocrática interna, con la creación desde 1987 —tras la entrada en vigor del Acta Única Europea— de un Director Político a nivel de Dirección General del ministerio, y del Corresponsal Europeo (COREUR). A su vez, el nombramiento de diplomáticos españoles en determinados puestos en Bruselas, como el Comité Euromediterrráneo, creado a raíz del Proceso de Barcelona, la Agencia Europea de Defensa, y la designación en dos ocasiones de un español (respectivamente, Javier Solana y Josep Borrell) como Alto Representante para la PESC, mostraron la capacidad de adaptación de los políticos y profesionales españoles para contribuir a la construcción de una política exterior europea y, a la vez, europeizar objetivos nacionales.

			d) Potenciación de las políticas nacionales y grados de la europeización

			El ingreso de España y su participación en las políticas de la UE en sus diferentes estadios, definición, toma de decisiones, y en su aplicación y ejecución, han dotado al país de un grado de relaciones bilaterales y multilaterales, así como de una potencialidad en sus relaciones exteriores, como no había conocido desde hacía siglos.

			En un mundo de acelerada transformación geopolítica, la relevancia de la UE y del proceso de europeización para la política exterior española no ha dejado de incrementarse. La Unión es una potencia económica y comercial mundial, el euro, una importante moneda de reserva, y Europa, en su conjunto, el mayor contribuidor a la política de cooperación al desarrollo, así como un protagonista relevante en misiones internacionales de mantenimiento de la paz. Su activa participación en los organismos internacionales de naturaleza económica y comercial —como la Organización Mundial del Comercio— y en las instituciones financieras internacionales —como el FMI, el Banco Mundial, o el Comité de Supervisión Bancaria de Basilea—, así como en la ONU, en el G-7 y el G-20, y en otros órganos de gobernanza global, supone una plataforma de potenciación de la acción exterior española a nivel mundial.

			En especial, si observamos la globalización de las amenazas y desafíos a la seguridad y a sus intereses y valores, es evidente el interés de España en que Europa se convierta en un actor efectivo en el escenario internacional. La UE en su conjunto y la PESC en concreto actúan como efecto multiplicador. Por ejemplo, los acuerdos comerciales y de asociación con terceros países, o la conformación de estrategias comunes en áreas de particular relevancia para la política exterior española, como América Latina, el Magreb, y el Mediterráneo, multiplican las posibilidades de influencia de la política exterior española.

			Por otro lado, gran parte del conjunto de instrumentos de la acción exterior de la Unión (acuerdos comerciales y de asociación, efectos exteriores de las políticas sectoriales, de la PESC y PESCD, cooperación al desarrollo, ayuda humanitaria, participación en misiones de paz) generan obligaciones o posiciones vinculantes para España.

			En este contexto, la pregunta crucial a futuro que el proceso de europeización plantea es determinar si seguirán existiendo espacios propios de la política exterior española, qué contenidos tendrán, y cómo será su articulación con respecto a la PESC. La PESC no está concebida como una política «común» plenamente integrada, lo que sugiere que las políticas exteriores nacionales mantendrán determinadas parcelas de su política exterior.

			El desafío para las políticas exteriores de los Estados Miembros consiste en establecer un equilibrio entre la europeización y el mantenimiento de posiciones autónomas, allí donde sean necesarias. Se trata de gestionar adecuadamente el solapamiento y la interrelación entre intereses nacionales, regionales y globales.

			Las cuestiones de gobernanza global, los desafíos a la seguridad, tales como las crisis y conflictos territoriales, o las relaciones estratégicas regionales con las grandes potencias, pueden ser gestionadas de manera más eficaz a través de la UE que al nivel doméstico. También aquí aplica el principio de subsidiariedad, desde el nivel nacional al europeo.

			Determinadas relaciones bilaterales seguirán siendo necesarias. Resulta difícil imaginar la gestión de los riesgos propios de cualquier país sin una relación con las grandes potencias, en primer término, con Estados Unidos, y, muy posiblemente también, con China y Rusia. Sin embargo, las políticas de la UE crean en ambos casos un marco de acción, delimitan estrategias, abren vías de desarrollo, dentro de las obligaciones comunes contraídas.

			Por otro lado, resulta patente la necesidad de políticas españolas de cierta autonomía en relación con el Magreb (Marruecos, en particular) e Iberoamérica, en la política respecto al Mediterráneo y Oriente Medio, y posiblemente respecto a determinados países de África y países asiáticos. Además, la europeización no puede suponer en ningún caso una cesión de responsabilidades exteriores. Hay opciones fundamentales en política exterior que seguirán siendo de interés nacional, al menos por un previsible periodo. Para cada país europeo continuarán existiendo una serie de dominios reservados, vinculados a riesgos exteriores que atañen a la seguridad nacional, o en otras ocasiones unidas a la geografía, el pasado histórico, o la cultura. Cuestiones de naturaleza autóctona, como la defensa y promoción de la lengua española, seguirán teniendo un sesgo específico e insustituible.

			En la dinámica de interrelación entre la política exterior al nivel europeo y el nacional, se produce así un efecto de «gradación» en las diferentes áreas geográficas, países y temáticas. La convergencia entre políticas nacionales y la PESC, y sus diferentes niveles de intensidad e interrelación, continuarán siendo dependientes del propio desarrollo de la política exterior europea y la integración comunitaria en su conjunto.

			e) Retrocesos en la europeización

			En esta dinámica de convergencia progresiva, se producen situaciones con efectos negativos en la interrelación entre políticas exteriores nacionales y la política exterior comunitaria: cuando se adoptan acciones diferenciadas contrarias, o cuando se retrocede respecto a posiciones comunes ya alcanzadas («deseuropeizaciones»).

			Una acción diferenciada de un Estado miembro o un grupo de Estados miembros puede llevar consigo bloqueos en la acción exterior de la UE. En estas situaciones, las críticas por la carencia de una voz única de la UE se amplifican si uno o varios Estados impiden al resto avanzar en ámbitos concretos de la política exterior europea.

			En cuanto a los retrocesos en la europeización, el conflicto libio ha constituido, por ejemplo, una flagrante muestra de la diplomacia selectiva utilizada por los países europeos, y aún del alineamiento y ayuda prestada por diferentes Estados miembros a las partes enfrentadas.

			Por el contrario, un ámbito de política exterior nacional europeizada implica que se incorporan plenamente las posiciones comunes de la UE, que no se producen defecciones, que la prosecución de intereses nacionales se realiza a través de la acción colectiva de la UE, y que las políticas exteriores nacionales asumen en toda su extensión los valores y principios expresados por la UE en su actividad internacional19.

			De forma continuada y en el futuro, se continuará produciendo una recolocación estratégica de los Estados miembros de la UE, como consecuencia del desarrollo cada vez mayor de la PESC y el SEAE. El aprendizaje, la convergencia y la socialización son los mecanismos que impulsan el proceso de europeización y, por tanto, los que explican que los Estados miembros proyecten sus intereses en la definición de los objetivos y capacidades de la política exterior europea y, a la vez, adapten su política exterior a la de la Unión, así como a la del resto de los Estados miembros. Si la UE ha podido ser definida como un permanente proceso de negociación que acontece de forma multi-nivel y multi-lateral, la capacidad de generar y mantener alianzas y de articular los propios intereses en la dinámica de producción del «interés europeo» cobrará todavía más fuerza en el contexto de un fortalecimiento progresivo de la política exterior y de la política de seguridad y defensa europeas.

			
1.6. LAS TRANSFORMACIONES DE LA POLÍTICA EXTERIOR

			Existen una serie de fenómenos que pueden resultar útiles a la hora de examinar las transformaciones que ha experimentado la política exterior en las últimas décadas. Se trata de factores que han ido modificando y conformando en épocas recientes las relaciones exteriores: i) la confluencia entre la política interior y la exterior; ii) la convergencia entre intereses y valores; iii) el peso creciente del Jefe del Ejecutivo en la formulación y ejecución de la política exterior; iv) la progresiva democratización de la política exterior y la creciente influencia de la opinión pública.

			
1.6.1. Confluencia entre política exterior e interior


			Ya señalamos que la internacionalización de las políticas domésticas es una de las consecuencias de la globalización en su doble dimensión, espacial y de los contenidos, si bien la globalización es un fenómeno más intenso y profundo que la mera ampliación de las relaciones o la eliminación de fronteras. La globalización lleva consigo una intensificación de la interrelación y una modificación permanente de la manera en la que se interactúa a todos los niveles. Hasta los núcleos más «duros» de las políticas estatales, las cuestiones vinculadas a la justicia y la seguridad interior, poseen hoy, como efecto de la eliminación de las barreras tradicionales de la soberanía estatal, dimensiones externas. Es un fenómeno que lleva a una confluencia entre lo exterior y lo interior, lo público y lo privado, y, como efecto de la desterritorialización que producen internet y la digitalización, a que se diluya la separación entre el territorio y el espacio virtual.

			Una expresión de estas dinámicas se manifiesta en la ampliación del concepto de seguridad, en lo que se ha llamado la securitización de la política doméstica, y en la asimilación de funciones tradicionales de policía a través de las acciones protectoras de la seguridad exterior. Ello se hace patente, por ejemplo, en la necesidad de realizar tareas policiales en las operaciones de prevención y mantenimiento de la paz y en las reconstrucciones post-conflicto, o en la lucha multidimensional contra el terrorismo internacional.

			La diferenciación entre seguridad interior y exterior se ha hecho más tenue, pasando a ser los factores que amenazan la seguridad externa de los Estados también desafíos prioritarios a la seguridad interna. La globalización del terrorismo a raíz del 11-S supuso en este contexto un punto de inflexión. Pero, en realidad, la deslocalización de los espacios internos y externos de la soberanía es un proceso con largo recorrido anterior20.

			Algo similar ha ocurrido con la internacionalización de la justicia, sea a través de la cooperación transnacional en la lucha contra el crimen y la delincuencia organizadas, en la actuación de los tribunales internacionales, la creación de una lex mercatoria global (derecho mercantil transnacional) y su aplicación por los tribunales arbitrales, la extraterritorialidad de leyes y sentencias judiciales, o la aplicación del principio de justicia universal21.

			De manera que la vinculación e interacción mutua entre lo local y lo global en un mundo crecientemente interconectado a todos los niveles hace que los efectos de acciones locales puedan ser cada vez más susceptibles de poseer influencia global, recíprocamente a como fenómenos de carácter global inciden con intensidad en las situaciones locales. Las políticas internas poseen así crecientemente una dimensión externa, y, a la inversa, las decisiones de política exterior tienen una incidencia cada vez más acusada en las políticas domésticas.

			Si, por tanto, uno de los elementos esenciales de la noción clásica de soberanía estribaba justamente en la separación entre el interior protegido del Estado y el estado de naturaleza o de anarquía exterior, sometido a la posibilidad permanente de la guerra entre los Estados soberanos, el mismo concepto de «gobernanza global» expresa de forma programática la yuxtaposición actual entre los diferentes niveles de formalización y ejecución del poder. Esta yuxtaposición ocurre en el sentido de soberanías compartidas o «multinivel» (multilevel sovereignty) y de una constitucionalización progresiva —aunque no siempre en una dirección lineal o exenta de retrocesos— en el marco de un nuevo derecho internacional global (multilevel constitutionalism)22.

			
1.6.2. Convergencia entre intereses y valores


			La confluencia entre política exterior e interior tiene efectos inmediatos sobre la tradicional dicotomía entre intereses y valores, y con ello también sobre la formulación, elaboración y ejecución de la política exterior.

			En un mundo globalizado, valores e intereses tienden a converger. Ello ocurre por ejemplo en la medida en que se explicitan y se consolidan bienes y derechos compartidos, o también, deberes, como el deber de protección a la población civil —duty to protect—, o a través de la responsabilidad internacional de los Estados y de las organizaciones internacionales. La protección de bienes globales o de los ciudadanos de un tercer país pueden justificarse como valores u obligaciones morales, pero es obvio que también esconden un interés utilitario. Así mismo las amenazas a la seguridad global requieren medidas preventivas conjuntas, en las que se puede identificar una confluencia de intereses y valores.

			El poder y la legitimidad moral o jurídica cabría imaginarlos convergiendo plenamente en un Estado cosmopolita al modo utópico kantiano. Este es el ethos (la guía) que ha animado al derecho internacional desde al menos el siglo XIX, la confianza en una progresiva «civilización» del estado de naturaleza internacional23. Y aunque esta idea de una función civilizatoria del derecho internacional no esté hoy libre de críticas, la ordenación de la anárquica sociedad internacional sigue constituyendo el objetivo implícito a toda consideración de las relaciones internacionales que no sea puramente fáctica.

			El argumento cosmopolita de Kant y Adam Smith, según el cual los Estados liberal-democráticos son menos proclives a la guerra, pues Estados que comercian entre sí y se autogobiernan cuentan con una opinión pública activa que tenderá a no compartir el deseo de sus élites de afianzarse por medio del ejercicio de la violencia, es así en gran medida no solo un razonamiento teórico, sino también pragmático.

			Cabría entonces plantearse si esta aproximación es propia únicamente de Estados de naturaleza «post-westfaliana», mientras que, en países con funciones hegemónicas, como los Estados Unidos, o grandes potencias, como China, la distancia entre el interés nacional y los valores sería en realidad definitoria de su acción exterior. Un análisis comparativo de las grandes potencias emergentes, China, Brasil, India, México, Sudáfrica o Turquía, pone de manifiesto cómo la confluencia de intereses y valores se halla en último término estrechamente relacionada con la democracia como sistema de gobierno y su exigencia de legitimidad y legalidad en el ejercicio del poder, también en el exterior de las fronteras nacionales24.

			Aquí es esencial tener en cuenta la relevancia de la opinión pública, así como la utilización de la propaganda en las relaciones exteriores. Para las teorías liberales de las relaciones internacionales, la opinión pública y los medios de comunicación social —a los que habría que añadir, con gran influencia actualmente, a las redes sociales— son un factor muy importante en la toma de decisiones de política exterior y pueden transformarla. Por su parte, los partidarios de una concepción basada en el poder en las relaciones internacionales, llegan a sostener que la opinión pública y los medios deberían ser movilizados en favor del Estado.

			La aproximación entre intereses nacionales y valores que la globalización promueve sigue siendo una aspiración ideal. Las guerras y los conflictos, tan violentos y sanguinarios como siempre en la historia, ponen de manifiesto la manipulación que los Estados siguen realizando de los valores y la búsqueda, frecuentemente unilateral, de sus intereses. Los casos de interpretación en interés propio por las grandes potencias del principio de prohibición del uso de la fuerza, por ejemplo, no son escasas.

			La aproximación entre intereses y valores permanece así como un marco de referencia aspiracional, un desiderátum de la conciencia colectiva de la humanidad25. Dada la variedad de Estados, su tamaño, recursos y poder, y las funciones que desempeñan o aspiran a desempeñar en la escena internacional, esa confluencia de intereses y valores exigiría una visión consensuada sobre los valores de la comunidad internacional en la que convergieran plenamente los intereses nacionales.

			En el marco más restringido de la Unión Europea, los valores e intereses de la Unión Europea y de la PESC han sido definidos en un sentido marcadamente universalista, aunque es obvio que subsisten diferencias entre cada Estado miembro en la interpretación y aplicación concreta de esos valores e intereses. La posición geoestratégica de cada país, su historia, las tradiciones de las burocracias nacionales, los especiales lazos de influencia o interdependencia con áreas geográficas o países determinados, son todos elementos que siguen influyendo significativamente sobre la política exterior de los países miembros de la UE y la definición concreta de sus intereses y valores, aunque estos se asimilen progresivamente a los comunitarios, y estos, a su vez al menos, tendencialmente, a valores universales.

			En este sentido, la confluencia de intereses y valores es una dinámica abierta de interacción permanente, un proceso que presenta ciertos paralelismos con la interrelación entre lo doméstico y lo internacional que define a la globalización, sin que se pueda afirmar que ambos procesos sean irreversibles.

			
1.6.3. La ejecución de la política exterior. La tendencia hacia la presidencialización


			En cuanto a la formulación y ejecución de la política exterior, la internacionalización de las políticas domésticas tiene como efecto generalizado una centralización en el Ejecutivo, un creciente presidencialismo, a través del cual se intenta dar respuesta tanto a los requisitos de una «agenda exterior» cada vez más extensa como a la propia fragmentación interna de la acción exterior. No es por ello extraño que en la dinámica de la acción de los Ejecutivos nacionales se constate una creciente tendencia a hacer de la política exterior el eje de coordinación, sino el balance definitorio, de la acción de gobierno.

			Para el caso español es contrastable que esta «presidencialización» de la política exterior se ha verificado en cada uno de los sucesivos gobiernos democráticos. Y ello a pesar de que en cada caso generalmente el interés personal inicial del respectivo presidente del Ejecutivo pudiera encontrarse muy alejado de las cuestiones de política exterior. Se demuestra una proclividad a convertir a la política exterior conforme avanza el mandato en el eje de la acción gubernativa, en muchas ocasiones obligado por dinámicas que impulsan a que el gobernante persiga que se le reconozca su «lugar en la historia» bajo los focos del escenario internacional26.

			Este proceso de fortalecimiento del Ejecutivo a través de la acción exterior —en paralelo al incremento de las competencias exteriores de los distintos departamentos ministeriales— no está exento de una cierta ambivalencia, que puede conducir a la desparlamentarización o a la censura de la opinión pública por las eventuales carencias de control democrático. Esto ocurrió, por ejemplo, con la decisión del presidente José María Aznar en 2003 de apoyar a Estados Unidos y Gran Bretaña en la guerra de Irak, o con el cambio de política respecto al Sáhara y Marruecos protagonizado en 2022 por el presidente Pedro Sánchez.

			La fase de la formulación es crítica para tener éxito. Los instrumentos de ejecución son muy variados —incluyendo los propios de la diplomacia clásica, todas las formas de poder blando y, en particular, la diplomacia pública— y requieren siempre gran flexibilidad, dado que el contexto cambia permanentemente y una estrategia de política exterior en un momento dado puede no tener ya sentido al cabo de poco tiempo. Aunque los objetivos deban de estar bien definidos desde el principio, el escenario internacional proporciona continuamente nuevas informaciones y condiciones, que necesitan ser analizadas e integradas en el proceso de toma de decisiones. Los medios que se utilizan para la implementación pueden también transformar los objetivos inicialmente perseguidos.

			La ejecución de la política exterior tiene lugar además simultáneamente en los diferentes niveles a los que nos hemos venido refiriendo —el nacional, el europeo, el internacional, el global— y presenta un alto grado de interrelación entre estos distintos niveles y con el resto de las políticas. La ejecución es en sí ya una combinación de ideas, objetivos e instrumentos que requiere la generación de un consenso favorable. Ese consenso debe recabarse internamente, en el seno del Gobierno y del partido o coalición de partidos que sostienen al Gobierno, en diálogo con las élites y grupos de presión, y con la opinión pública.

			La pregunta sobre el grado de consenso que requiere una determinada estrategia o decisión de política exterior para tener éxito, o si, en ocasiones, lo que el liderazgo en política exterior exige es justamente no seguir a la opinión mayoritaria, no es de fácil respuesta. Tampoco lo es la cuestión sobre si es necesario y positivo que la política exterior se sustente en un consenso entre los diferentes partidos, articulándose así como una política de Estado, o si, por el contrario, únicamente deberían estar consensuadas dos o tres grandes bases de la política exterior, pero ésta debería ser sobre todo el producto del debate político. En la reciente historia de la política exterior española desde la Transición democrática, la búsqueda del consenso prevaleció durante los primeros años a pesar de las diferencias de fondo que subsistían entre los dos grandes partidos, y a partir de un determinado momento se generó la conciencia de una quiebra en el aparente consenso.

			En la actualidad, dentro de los instrumentos y medios de la política exterior se valoran de forma creciente los que generan «poder blando». A la reputación y la imagen internacional de un país, a la «marca España», se les han llegado a otorgar un lugar nuclear en las relaciones exteriores, en detrimento relativo de otros instrumentos más tradicionales —como la capacidad de exportar seguridad— que, sin embargo, con motivo de la guerra de Ucrania de 2022, se volvieron a mostrar ineludibles. La incorporación en cada país de nuevos instrumentos de política exterior no es, en todo caso, una tarea sencilla, pues requiere tiempo, coherencia y persistencia. Los Estados más grandes, con mayores capacidades y recursos, suelen tener más medios de política exterior a su disposición, pero eso no significa obviamente que siempre sean los que resulten más exitosos. Hay Estados con capacidades medias, como pueden ser Canadá, Suecia o Suiza, que sin embargo consiguen multiplicar exponencialmente su influencia internacional.

			En definitiva, la ejecución de la política exterior es un difícil arte que requiere la toma en consideración de una multiplicidad de factores y elementos diversos, y que descansa sobre una combinación de conocimientos, experiencias y técnicas variadas.

			Como toda acción política, y de una manera particularmente representativa, la ejecución de la política exterior está sometida a la tensión entre la «ética de las convicciones» y la «ética de la responsabilidad» que, para Max Weber, constituía el núcleo mismo de toda política. Ahora bien, esta distinción no resulta siempre aceptable. Según esta dicotomía, por ejemplo, la canciller Ángela Merkel no debería haber practicado una política de puertas abiertas en Alemania para acoger a los refugiados que huían de la guerra de Siria en el año 2016, pues esa acción humanitaria le debilitó a ella y a su partido, la CDU, y ocasionó la ascensión meteórica del partido de la derecha radical, Alternativa por Alemania. Sin embargo: ¿obró correctamente la Canciller Merkel? ¿De acuerdo a qué criterios debería evaluarse esa decisión política? ¿Deben observarse los resultados políticos inmediatos —el fortalecimiento de la derecha radical—, los resultados a medio o largo plazo —la positiva integración de los refugiados en la sociedad alemana a los pocos años—, o la aspiración debe ser que las «convicciones» acaben imponiéndose sobre la «responsabilidad»? Para mostrar la complejidad ética de toda política exterior habría que añadir que, solo con el complemento fundamental de la posterior controvertida negociación con Turquía para que fuera este país quien asumiera a una importante proporción de los refugiados que buscaban llegar a Europa desde Siria, es como la canciller Merkel pudo salvar su capital político ante el sector más crítico del electorado alemán.

			
1.6.4. Pluralidad de actores y estructuras. La opinión pública y la democratización de la política exterior


			La elaboración de la política exterior es un proceso en el que interactúan muy diferentes actores, a su vez enraizados o interrelacionándose con estructuras muy variadas. Desde la perspectiva más amplia de la acción exterior, como hemos definido más arriba, siguiendo a la LASEE, los actores principales son el Gobierno —el presidente y el ministro de Asuntos Exteriores—, el Jefe del Estado, el Parlamento y otros órganos constitucionales, los funcionarios diplomáticos y otros funcionarios de la Administración, y los partidos políticos y sus representantes. Pero también deben ser considerados todos los demás actores que intervienen en áreas con proyección e influencia en la acción exterior del Estado, como ONGs, think tanks, representantes empresariales, profesionales y sindicales, las empresas, las Universidades, etc. Además, hay que tener en cuenta las contrapartes de estos diferentes actores en el ámbito bilateral e internacional. La política exterior es una dinámica continuada entre lo doméstico y lo internacional y global, un permanente proceso de negociación, generación de consensos y apoyos, compromisos, toma de decisiones y resultados que se interrelacionan y afectan mutuamente.

			En este contexto son relevantes los factores estructurales que influyen en la elaboración de la política exterior. Se trata de factores primariamente de orden internacional, pero que también tienen impacto doméstico. Nos referimos a las instituciones, pero también a la burocracia y los procesos internos de las organizaciones, a los factores de tipo político (opinión pública, liderazgo, políticas), culturales (percepciones), psicológicos (imágenes), económicos, derivados del cambio tecnológico, ideales y normativos, o cognitivos, por citar algunos de ellos. La relevancia de la burocracia como factor estructural en la elaboración de decisiones de política exterior, por ejemplo, fue desarrollada de forma clásica en un conocido estudio sobre la crisis de los misiles de Cuba27. Es preciso señalar la íntima relación existente entre los actores y las estructuras, cómo se afectan mutuamente, y también la necesidad de una cierta perspectiva teórica para poder descifrar este amplio conjunto de elementos que influyen en la política exterior.

			En este sentido, desde la perspectiva de las teorías de las relaciones internacionales, las corrientes neorrealistas han puesto el acento en la relevancia de estructuras e instituciones, mientras que los realistas neoclásicos siguen subrayando la centralidad del poder, en particular el lugar que ocupa un Estado en la escena internacional y sus capacidades materiales. Los institucionalistas liberales, por su parte, resaltan la dimensión sistémica, poniendo el énfasis en el papel de las instituciones internacionales y en la cooperación multilateral que se lleva a cabo en los diferentes regímenes que se estructuran internacionalmente. También señalan la importancia de una consideración desde «abajo a arriba» (bottom-up), que interprete los intereses individuales y de los grupos sociales como previos a la formulación de las «preferencias» de los Estados. Por último, los constructivistas sociales se basan en la convicción de que la realidad se construye socialmente, es decir, que el mundo de las relaciones internacionales no existe independientemente de la acción y el conocimiento humanos, subrayando que las ideas, las normas y la creación de identidades son elementos relevantes que deben ser integrados en el análisis de la política exterior. Finalmente, también es preciso distinguir metodológicamente los diferentes niveles de análisis que se pueden emplear, la perspectiva macro o micro, y, como hemos señalado, la necesidad de integrar la dinámica mutuamente interdependiente del conjunto de actores, instituciones y estructuras.

			En definitiva, el impacto del doble fenómeno de internacionalización y globalización sobre la política exterior e interior de los Estados hace que la diplomacia se haya convertido en una realidad plural y multidimensional. Contamos con diplomacias hard (vinculadas al poder militar y a la seguridad) y con diplomacias soft (las diversas formas de diplomacia pública y diplomacias especializadas y de acción exterior de entes públicos y privados).

			Por último, es preciso remarcar que, con la multiplicación de actores e instrumentos se pretende así mismo dar respuesta a la necesidad de democratización de la política exterior, a la mayor presencia e influencia de la sociedad civil y de la opinión pública en las relaciones exteriores.

			
1.7. INTERDISCIPLINARIEDAD DEL ESTUDIO DE LA POLÍTICA EXTERIOR. LA IMPORTANCIA DEL «FACTOR HUMANO»

			El estudio de la política exterior es considerado tradicionalmente como un área de la disciplina de las relaciones internacionales. Sin embargo, hay buenos argumentos para subrayar que nos encontramos ante un campo de análisis que merece un tratamiento autónomo, por su inherente interdisciplinariedad y sus características específicas.

			La metodología del estudio de la política exterior experimentó un gran avance a partir de mediados de los años cincuenta con lo que se ha denominado el «Análisis de Política Exterior» (Foreign Policy Analysis), sobre todo en los Estados Unidos28. Desde entonces, multitud de investigaciones académicas han ido desarrollando las ideas fuerza de esta aproximación metodológica, que incluyen:

			— la utilización de las diferentes ramas y subramas de las ciencias sociales, incluyendo, ciencia política, relaciones internacionales, economía y derecho, pero también teoría de las organizaciones y de la burocracia, teoría de la decisión, estudios comparativos (diplomáticos, militares, económicos, etc.) de diferentes países, psicología individual y social (en especial, la formación de percepciones mutuas y de imágenes y reputación de países), el análisis de la cultura política y de la cultura en general;

			— el compromiso de ir más allá de los Estados, y analizar también la conducta de los otros actores de las relaciones exteriores;

			— la construcción de teorías de rango medio, que tengan en cuenta factores específicos y no solo el conjunto de ellos, sirviendo así como base de relación entre las teorías más generales y la complejidad del mundo real;

			— la decisión de buscar explicaciones multi—causales, que integran niveles variados de análisis;

			— la consideración del proceso de toma de decisiones a un nivel similar al de los resultados;

			— la importancia otorgada a la estructura política interna (partidos, oposición, régimen político) en la formulación y ejecución de la política exterior;

			— la influencia de las características nacionales (tamaño, riqueza, recursos naturales, sistema económico y social, tendencias históricas);

			— la relevancia del análisis de casos, conflictos y situaciones concretas de crisis;

			— la interrelación con la estructura del sistema internacional: unipolaridad, bipolaridad, multipolaridad; equilibrio de poder de grandes potencias; hegemonía de una superpotencia; inestabilidad causada por la emergencia de un aspirante a la hegemonía, etc.29

			Como señalamos anteriormente, las distintas teorías desarrolladas en el ámbito de las relaciones internacionales tienen también su aplicación en el estudio de la política exterior.

			Así, por ejemplo, el realismo no es solo una teoría académica, sino asimismo una práctica de gobierno, que descansas sobre asunciones básicas similares. Pero lo relevante en este contexto es en qué medida la teoría puede ser útil para el análisis de la política exterior.

			El realismo clásico (cuyo origen se retrotrae a Tucídides) viene definido por los siguientes criterios: a) los Estados son los actores principales de las relaciones internacionales; b) la constatación de que no hay obligaciones o principios morales universales por los que se rijan los Estados; c) cierto escepticismo respecto al derecho y las organizaciones internacionales; d) una visión originariamente conflictiva de la política internacional; e) el hecho de que la humanidad no puede trascender la violencia y el conflicto por medio de la razón; f) la primacía del equilibrio de poder en las relaciones internacionales; g) la anarquía básica del sistema internacional; h) la necesidad, bajo determinadas condiciones, del uso de la fuerza; i) la relevancia de la razón de Estado por encima de la ética; j) el énfasis en la supervivencia como interés fundamental del Estado.

			Dentro del realismo, se suelen identificar diferentes subescuelas, como el neorrealismo, el realismo ofensivo (la geopolítica y el desarrollo tecnológico favorecen el expansionismo y la guerra), el realismo defensivo (la seguridad puede ser garantizada y ello favorece una cierta cooperación), la teoría del equilibrio del poder o del equilibrio de las amenazas, la teoría del «soft balancing» (unipolaridad de una potencia demasiado poderosa para ser equilibrada por otras), la teoría de la estabilidad hegemónica (las grandes potencias buscan el dominio, lo que genera un cierto grado de jerarquía en un sistema internacional de por sí anárquico), o la teoría de la transición del poder (la ascensión de potencias competitivas frente a la potencia hegemónica genera su preferencia por el liderazgo, como ocurre, por ejemplo, actualmente con China en relación con Estados Unidos).

			Por su parte, el liberalismo, que es originariamente una teoría política y económica, se define por la centralidad de los derechos individuales, la defensa de la propiedad privada, el gobierno representativo y la rule of law. Trasladado a la esfera internacional, el liberalismo pone el énfasis en el respeto a derechos humanos universales, la interdependencia económica, la cooperación multilateral y la promoción de la democracia, como las mejores vías para impedir o prevenir los conflictos. Dentro del liberalismo, cabe subrayar diferentes elementos definitorios: el individualismo basado en derechos de propiedad (Locke); el comercio y la cooperación entre mercados (Ricardo); y una perspectiva cosmopolita o internacionalista (Kant).

			Por último, dentro de este breve repaso por las doctrinas teóricas de las relaciones internacionales, cabe reseñar el constructivismo. Los constructivistas consideran que la realidad se «construye» socialmente, es decir, a través de un proceso de interacción entre los diferentes agentes (individuos, Estados, otros grupos) con su contexto. El constructivismo se pregunta en primer término sobre cómo se articulan los intereses de una organización —una burocracia o el Estado—: qué es lo que mueve a las ONG, por ejemplo, a actuar, o a las empresas multinacionales a aceptar criterios medioambientales o sociales como parte de su estrategia empresarial.

			Las aproximaciones constructivistas están también particularmente interesadas por los procesos de toma de decisiones, es decir, cómo se producen las negociaciones internas en una organización, si los actores participantes actúan de modo puramente instrumental, según un cálculo de maximización de sus intereses, o cuál es el espacio que se deja para la argumentación racional y la persuasión.

			Del mismo modo, fenómenos como la globalización y la europeización y sus efectos sobre las políticas nacionales, así como los niveles de interacción mutuos, es decir, la investigación sobre los múltiples mecanismos que conectan lo internacional y lo doméstico, son objeto del interés de los constructivistas. De acuerdo con los constructivistas, los cambios en las políticas de derechos humanos, por ejemplo, se producen por medio de la interacción de actores variados que actúan en diferentes niveles de análisis: activistas locales de derechos humanos, ONG internacionales, políticos y funcionarios nacionales, organizaciones regionales.

			Por lo que se refiere específicamente al fenómeno de la europeización, el valor añadido de los constructivistas —más allá de insistir en la interrelación entre las políticas exteriores de los Estados miembros y la PESC— ha consistido en documentar los mecanismos a través de los cuales la UE afecta a las identidades diplomáticas y los intereses en política exterior de los Estados miembros. Desde la perspectiva de los constructivistas norteamericanos, por ejemplo, estos mecanismos incluyen la difusión de principios y valores políticos, las estrategias de persuasión, y el uso estratégico de los argumentos. Para los constructivistas europeos, es además relevante el uso de discursos y argumentos, o la constitución de esferas públicas. Sin duda, un desafío para todos los teóricos constructivistas es la aplicación de sus teorías, con una tendencia creciente a la abstracción, a los problemas reales de la política mundial.

			En el sumario apunte metodológico que realizamos, a los aspectos funcionales ya señalados, hay que añadir el «factor humano» en sus muy diversas dimensiones.

			No solo desde la perspectiva de la naturaleza decisional de toda política, esto es, del elemento existencial de la política, que para Max Weber constituía su momento definitorio30. Este factor es particularmente visible en las decisiones de política exterior que pueden afectar a la supervivencia misma de la comunidad política o a su proyección identitaria común31, pero está presente en realidad en el proceso de toma de cualquier decisión. Los procedimientos de toma de decisiones son de una complejidad creciente; en ellos entran en juego elementos tan distintos como las dinámicas cognitivas y conductivas o las emociones.

			Dentro de la creciente importancia del individuo humano en las relaciones internacionales hay que considerar que, desde el fin de la Segunda Guerra Mundial, y en particular en las últimas décadas, ha experimentado un gran desarrollo el derecho internacional de los derechos humanos, así como el derecho internacional humanitario, lo que ha llevado a nuevos conceptos, como el de las intervenciones humanitarias (reformulado como «responsabilidad de proteger»), y la propia noción de «seguridad humana»32.

			La conciencia creciente de un patrimonio común de la Humanidad y de bienes públicos comunes, entre los que se incluiría el medio ambiente, el clima, el alta mar, el espacio exterior o el agua; de una responsabilidad colectiva, también respecto a generaciones futuras (cambio climático), o respecto a hechos cometidos en el pasado (colonización, víctimas civiles de conflictos, o devolución del patrimonio cultural); así como la necesidad de órganos e instrumentos eficaces de gobernanza global con mayor participación ciudadana, son rasgos de esta mayor centralidad del factor humano en la política exterior de un Estado y en su imagen/reputación internacional33.

			Efectivamente, la conducción de la política exterior es, antes que funcionalismo, análisis estratégico, o teoría de juegos, acción humana. Acción individual y de grupos humanos, que modifican y conforman la realidad a partir de la elección de opciones concretas de actuación. De ahí la importancia creciente de los factores culturales, algo que la diplomacia como arte y los estudios biográficos han tenido siempre en cuenta.

			Desde la perspectiva pedagógica y metodológica debe resaltarse particularmente la relevancia del análisis de casos y situaciones reales, al modo como comenzaron a realizar las Escuelas de políticas públicas en Estados Unidos y hoy es habitual en muchos lugares, especialmente en estudios de seguridad y estrategia. Al subrayar los ejemplos y situaciones del pasado, de los hechos concretos de la historia y sus alternativas contrafactuales, se hace viva una tradición tan perenne como la de Tucídides y la Grecia clásica34.

			A través del análisis de conflictos concretos se hace patente el carácter de toda decisión política relevante, se enfatiza su dimensión ética y moral, a la vez que se pone de manifiesto la complejidad existente a la hora de efectuar decisiones responsables y evaluables en términos de sus objetivos, medios y efectos. A causa del incremento de los factores estáticos y dinámicos en juego y de sus consecuencias se produce una cada vez mayor «heterogeneidad de los fines», es decir, de distanciamiento entre los propósitos y los resultados alcanzados. En el centro de esta dialéctica se sitúa el líder político (o diplomático), que ha de tomar decisiones en condiciones concretas de limitación de tiempo y de información, y que debe contar con el elemento de azar irracional que se contiene en cualquier coyuntura.
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